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INFORME DE LA COMISION DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL, recaído en el proyecto  de ley, en primer trámite constitu-cional, que modifica normas contenidas en los Libros I y V del Código del Trabajo, y el artículo 9º de la ley Nº17.322, sobre cobranza judicial de imposiciones, con el objeto de agilizar el procedimiento en las causas laborales.


_______________________________








Honorable Senado:





				Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, e iniciado en un Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República.





				Cabe señalar que el Primer Mandatario ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con calificación de "simple" en todos sus trámites.





				Os connotamos que los números 3 y 4 del artículo 1º y el artículo 2º del proyecto que os proponemos, deberían aprobarse con el quórum correspondiente a normas orgánicas constitu-cionales, puesto que se refieren a materias propias de la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia. Lo anterior, en virtud del artículo 74 de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.





				Os hacemos presente, que tan pronto se dio cuenta del Mensaje del Ejecutivo con el que se inició este proyecto de ley, el H. Senado remitió el correspondiente oficio a la Excelentísima Corte Suprema recabando su parecer, en cumplimiento de lo preceptuado en la Constitución Política.  A la fecha de despacho de este informe, no se había recibido respuesta de ese Tribunal en la Secretaría de la Comisión.





				A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión estudió el proyecto asistieron, además de sus miembros, la Ministra de Justicia, señora Soledad Alvear, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Jorge Arrate y la abogada asesora del Ministerio de Justicia, señora Consuelo Gazmuri. Además, se contó con la colaboración permanente del Subdirector del Trabajo, señor Sergio Mejías.





				Concurrieron también, especial-mente invitados:





				- La Asociación de Abogados Laboralistas de Chile, representada por su presidente, señor Diego Corvera, y la directora señora Tita Aránguiz.





				- La Sociedad Chilena del Derecho del Trabajo y Seguridad Social, representada por su presidente, señor Alfredo Valdés, y la directora señora Lucía Vergara.





				- La Sociedad de Fomento Fabril, representada por su Presidente, señor Pedro Lizana, y los asesores laborales, señores Huberto Berg y Enrique Pérez.





				Los invitados acompañaron sus exposiciones con diversos estudios y minutas, que fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión.





				Se recibieron, además, los aportes de las siguientes entidades y personas:





				- La Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, que hizo llegar un informe elaborado por su Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.





				- La Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Católica de Valparaíso, que entregó un informe de los académicos de la cátedra del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, encabezados por el profesor titular y jefe de dicha cátedra, señor Mauricio Bezanilla.





				- La Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Valparaíso, que por medio del Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, presidido por el profesor titular de su Escuela de Derecho don Camilo Mori, elaboró el correspondiente informe.





				- Los profesores de Derecho Procesal y de Derecho del Trabajo, señores Fernando Román y Valentín Pimentel, respectivamente, de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, quienes hicieron llegar su opinión escrita a título personal.





				- La Confederación de la Producción y el Comercio, presidida por don José Antonio Guzmán.





------------








ANTECEDENTES





				Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:





I.- ANTECEDENTES LEGALES.





A.- EL Código del Trabajo.





				1.- Su Título V, del Libro I, que en los artículos 159 a 178 regulan las causales de término del contrato de trabajo, las indemnizaciones por años de servicio, las del aviso previo, y la manera de hacerlas efectivas cuando corresponde. Se describirán las disposiciones que el proyecto de ley modifica.





				a) El artículo 168, inciso primero, establece que cuando el trabajador estima que la aplicación de la causal que pone término a su contrato de trabajo es injustificada -en relación a las señaladas en los artículos 159, 160 y 161 del mismo Código-, o que no se ha invocado ninguna causal legal, podrá recurrir al juzgado competente dentro del plazo de sesenta días hábiles, contado desde la separación, a fin de que dicho tribunal así lo declare para los efectos de lo dispuesto en los demás incisos de este artículo 168.





				b) Su artículo 170 otorga a los trabajadores que tengan poder para representar al empleador, a los de casa particular, o a los que desempeñan cargos de exclusiva confianza, el derecho a reclamar ante el juzgado competente por el no pago de las indemnizaciones que les correspondan, dentro de los sesenta días hábiles contados desde la fecha de la separación.





				2.- El Libro V que contiene las normas relativas a la jurisdicción laboral.





				a) El artículo 420 consulta en seis letras las materias que son de competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo.





				Su letra a) contempla las cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores por la aplicación de las normas laborales o derivadas de la interpretación y aplicación de los contratos individuales o colectivos del trabajo o de las convenciones y fallos arbitrales en materia laboral.





				Por su parte, la letra c) indica que lo son las cuestiones derivadas de la aplicación o interpretación de las normas previsionales o de seguridad social, cualquiera que sea su naturaleza, época u origen, siempre que fueren planteadas por los trabajadores o empleadores referidos en la letra a) de esta disposición.





				b) Su artículo 422 establece que en las causas a que se refiere el artículo 420 será juez competente el del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante, sin perjuicio de lo que se disponga en leyes especiales.





				c) El artículo 434 prescribe que se notificarán por cédula la sentencia definitiva y las resoluciones que ordenen la comparecencia personal de las partes. El artículo 435 agrega que las demás resoluciones se notificarán por el estado diario, en la forma que establece el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de que su inciso cuarto faculta al tribunal, en casos calificados, para disponer que cualquier resolución se notifique personalmente o por cédula.  El inciso quinto del artículo 435 señala que tratándose de la resolución que recibe la causa a prueba, o del hecho de haberse dictado sentencia, el secretario del tribunal deberá enviar carta certificada al domicilio que las partes hayan fijado en el proceso, comunicándoles la dictación de la resolución o de la sentencia, y dejar constancia de ello en autos.





				d) El artículo 442, inciso primero, ordena que contestada la demanda, de no interponerse reconvención o excepciones dilatorias, o de haberse interpuesto éstas, evacuado el traslado conferido o vencido el término legal para ello sin haberlas contestado, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, fijará los puntos sobre los cuales ésta deberá recaer y resolverá sobre las diligencias de prueba que hubiesen solicitado las partes.





				Su inciso segundo señala que de no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el tribunal citará a las partes a oir sentencia y, además, a una audiencia de conciliación, en el plazo y en la forma que dispone el inciso siguiente.





				El inciso tercero preceptúa que en la misma resolución indicada en el inciso segundo, el tribunal citará a las partes a una audiencia de conciliación y prueba para un día no anterior al octavo ni posterior al décimo quinto día siguientes a la fecha de notificación de la resolución.





				El inciso cuarto y final establece que la resolución a que se refiere este artículo se notificará por el estado diario, procediendo en su contra sólo el recurso de reposición, el que deberá interponerse dentro de tercero día de notificada dicha resolución, y fallarse antes de la celebración del comparendo.





				e) El artículo 443, incisos primero y segundo, regulan la presentación de la lista de testigos para la parte que desee rendir prueba testimonial, indicando el plazo en que ésta deberá entregarse al tribunal; la posibilidad de pedir que se cite a los testigos; la fecha desde que se entiende practicada la citación; la facultad de que la parte pueda efectuar la notificación por cédula de la resolución que recibe la causa a prueba, y determinan que dicha citación implica la concurrencia a la audiencia de prueba y a toda continuación de ésta, hasta que el testigo haya prestado su declaración.





				El inciso tercero señala que en el mismo escrito en que se presenta la lista de testigos deberá solicitarse la absolución de posiciones, el informe de peritos, la remisión de oficios y cualquier otra diligencia de prueba que no se hubiese solicitado en los escritos de demanda o de contestación, y acompañarse toda la prueba documental que no se hubiese presentado con anterioridad. Agrega que no habrá lugar a prueba ni a diligencia de prueba alguna que se solicite con posterioridad.





				f) El artículo 444 relativo a la audiencia de conciliación, y de prueba cuando corresponde, establece en su inciso tercero que si no hay conciliación, y habiéndose recibido la causa a prueba, se procederá de inmediato a recibir la prueba ofrecida por las partes, como también cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuere pertinente y que las partes hubiesen ofrecido anteriormente.  Agrega que el orden de recepción de las pruebas será: documental, confesional y testimonial, y que el tribunal podrá modificarlo por causa justificada.





				Su inciso cuarto prescribe que iniciada la audiencia ésta no podrá suspenderse por motivo alguno, y si la prueba no alcanzare a rendirse en ella, continuará al día siguiente hábil y así hasta terminar, debiendo el tribunal habilitar horarios especiales para ello, de no ser posible continuar dentro de su horario normal de funcionamiento.





				g) El artículo 446, inciso primero, determina que los instrumentos deberán acompañarse bajo los apercibimientos legales que, según su naturaleza, se establecen en el Código de Procedimiento Civil. Agrega, que no obstante lo anterior, los instrumentos acompañados en el escrito de demanda y en la demanda reconvencional, deberán impugnarse en la respectiva contestación o en el plazo conferido para ésta.  Por último, dispone que en ningún caso el plazo de impugnación podrá exceder de la audiencia de prueba y si estuviere pendiente a la fecha de efectuarse ésta, la impugnación deberá hacerse precisamente en la audiencia.





				h) El artículo 480, inciso primero, preceptúa que los derechos regidos por el Código del Trabajo prescribirán en el plazo de dos años contados desde la fecha en que se hicieron exigibles.





				Su inciso segundo agrega que, no obstante las acciones provenientes de los actos y contratos a que se refiere el Código del Trabajo, prescribirán en seis meses contados desde la terminación de los servicios.





				El inciso tercero establece que el derecho al cobro de horas extraordinarias prescribirá en seis meses contados desde la fecha en que debieron ser pagadas.





				Su inciso cuarto determina la no suspensión de los plazos de prescripción que el Código del Trabajo contempla, y la interrupción de los mismos en conformidad a lo dispuesto en los artículos 2523 y 2524 del Código Civil.





				B.- El Código Orgánico de Tribunales: artículo 466.





				Esta disposición establece que para ser secretario de un juzgado de letras -también para ser archivero y conservador- se requiere ser abogado.





				C.- El Código Civil, Libro IV, Título XLII "De la prescripción", Párrafo 4. "De ciertas acciones que prescriben en corto tiempo".





				1.- Los artículo 2521 y 2522 contemplan la prescripción de las acciones que indican, en tres años o en uno, respectivamente.





				2.- El artículo 2523 establece que las prescripciones señaladas en los artículos 2521 y 2522 corren contra toda clase de personas, no se suspenden, y se interrumpen en dos casos:





				a) Desde que interviene pagaré u obligación escrita, o concesión de plazo por el acreedor, y





				b) Desde que interviene requerimiento.





				El inciso final de esta disposición hace aplicable en las dos situaciones descritas el artículo 2515 del mismo Código Civil, esto es, que, a la prescripción de corto tiempo sucede la prescripción de tres años para las acciones ejecutivas y de cinco años para las ordinarias.





				3.- El artículo 2524 señala que las prescripciones de corto tiempo a que están sujetas las acciones especiales que nacen de ciertos actos o contratos se mencionan en los títulos respectivos, y corren también contra toda persona, salvo que expresamente se establezca una regla distinta.





				D.- La ley Nº 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas en los Institutos de Previsión, artículo 9º.





				El inciso primero señala que será competente para conocer de los juicios civiles y del trabajo en que actúen las Cajas de Previsión, el respectivo Juez Civil o del Trabajo en que esté ubicada la oficina, agencia o sucursal de la institución de previsión que hubiere intervenido en el asunto que dio origen al litigio.





				Su inciso segundo agrega que, no obstante lo dispuesto en el inciso primero, en los juicios civiles o del trabajo en que una institución de previsión actúe como demandante, ésta podrá ocurrir, a su elección, a los tribunales indicados en el inciso anterior o a los del domicilio del demandado.





				E.- La ley Nº 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.





				Su artículo 69 dispone lo siguiente:





				"Cuando el accidente o enfermedad se deba a culpa o dolo de la entidad empleadora o de un tercero, sin perjuicio de las acciones criminales que procedan, deberán observarse las siguientes reglas:





				a) El organismo administrador tendrá derecho a repetir en contra del responsable del accidente, por las prestaciones que haya otorgado o deba otorgar, y





				b) La víctima y las demás personas a quienes el accidente o enfermedad cause daño podrán reclamar al empleador o terceros responsables del accidente, también las otras indemnizaciones a que tengan derecho, con arreglo a las prescripciones del derecho común, incluso el daño moral.".





				F.- El decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración y fija las funciones de la Dirección del Trabajo.








II.- ANTECEDENTES DE HECHO.








				A.- El Mensaje que da origen a esta iniciativa de ley reseña que el Ejecutivo, con la finalidad de impulsar relaciones laborales que fortalezcan las condiciones de equidad  entre sus actores principales, se ha propuesto perfeccionar y modernizar distintos aspectos de la legislación laboral, dentro de la cual la actividad jurisdiccional tiene un rol destacado.





				Las reformas que se proponen persiguen racionalizar y agilizar el procedimiento laboral, puesto que si bien es cierto el Gobierno está efectuando un profundo análisis del sistema de administración de justicia, que culminará con la proposición de una reforma integral y modernizadora de la misma, no lo es menos que se trata de un estudio que requerirá un tiempo significativo. Por ello, el Ejecutivo estima conveniente proponer desde ya las reformas al procedimiento laboral.





				Connota el Mensaje que el proyecto perfecciona algunas disposiciones de los Libros I y V del Código del Trabajo, sobre acciones derivadas de la terminación del contrato individual de trabajo y acerca de la jurisdicción laboral, respectivamente, reformándose también el artículo 9º de la ley Nº 17.322, sobre cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas en las Instituciones de Previsión.





				El objetivo de la iniciativa de ley es garantizar un procedimiento laboral más expedito y eficaz, evitando las actuales congestiones  de causas que obstaculizan la solución oportuna de las controversias sometidas a decisión de los Tribunales.





				Además, agrega el Mensaje, el proyecto de ley persigue que la tutela jurisdiccional ejercida por  los Tribunales del Trabajo, tenga una mayor vinculación con la tutela administrativa de la Dirección del Trabajo, facilitando el acceso de las partes de la relación laboral a la justicia y optimizando los recursos con que el Estado cuenta para la solución de los conflictos.





				Las reformas pueden sintetizarse en las siguientes:





1.- Las que establecen expresamente la competencia de los Juzgados del Trabajo para conocer de la responsabilidad contractual derivada de los accidentes laborales y enfermedades profesionales. Esta disposición reconoce la jurisprudencia mayoritaria de los Tribunales, otorgando más certeza jurídica a las partes y garantizando el más pleno ejercicio de los derechos laborales.





2.- Las que otorgan a los secretarios de los Juzgados del Trabajo funciones jurisdiccionales, para sustanciar juicios ejecutivos sobre cobro de imposiciones  previsionales y prestaciones laborales, aprovechando, de este modo, su calificación profesional.





3.- Las que prescriben la notificación por cédula de la resolución que recibe la causa a prueba y fija los puntos sobre los cuales debe recaer, para permitir el puntual conocimiento de esta importante actuación judicial.





4.- Las que coordinan y sistematizan distintas disposiciones del procedimiento de aplicación general, particularmente en lo relativo a la prueba y a la oportunidad para rendirla.





5.- Las que se refieren a la prescripción y a la caducidad, para establecer una mayor vinculación entre los reclamos ante la instancia administrativa


y la judicial, posibilitando de esta manera la conciliación en las causas laborales.





6.- Las que modifican la competencia de los Tribunales del Trabajo para conocer sobre juicios ejecutivos por cobro de imposiciones previsionales, aportes y multas, con el objeto de distribuir más equitativamente estos juicios entre los diversos Juzgados del Trabajo.





				B.- El proyecto de ley iniciado en una moción del Honorable Senador señor Sergio Díez Urzúa, aprobado por el Senado en sesión celebrada el 16 de junio de 1994, que modifica normas procesales del Código del Trabajo, específicamente los artículos 435 y 442 para disponer la notificación por cédula de la resolución que recibe la causa a prueba y cita a las partes a la audiencia de conciliación y prueba, y el artículo 444 para suprimir en la norma sobre el orden de recepción de las pruebas la mención a la documental (Boletín 1211-07). Esta iniciativa cumple su segundo trámite constitucional en la H. Cámara de Diputados.





				La Moción se fundó en que el actual procedimiento del juicio laboral dispone importantes diligencias, tales como la presentación de la lista de testigos y solicitud de absolución de posiciones, que deben pedirse dentro de los tres días siguientes a la notificación de la resolución que recibe la causa a prueba.  Por ello, al estar dispuesta su notificación sólo por el estado diario se menoscaba los derechos de los demandantes, toda vez que el desconocimiento de la fecha exacta de la contestación de la demanda, que determinará la resolución que recibe la causa a prueba y dará inicio al plazo fatal para presentar los medios de prueba, puede llevar a la indefensión, por dejar de cumplir dentro del término legal con presentaciones fundamentales para el resultado del juicio.  Lo anterior hace aconsejable la notificación por cédula de la resolución que recibe la causa a prueba, lo cual, además, evitará que los demandantes deban concurrir en múltiples oportunidades al tribunal para tomar conocimiento, por el estado diario, de esta circunstancia.





				En cuanto a la supresión de la mención a la prueba documental en el inciso tercero del artículo 444, que señala el orden de recepción de la prueba en la audiencia de conciliación y prueba, la moción se fundamentó en que ello induce a una confusión ya que el artículo 443 dispone que en el escrito de presentación de testigos, solicitud de diligencias y absolución de posiciones debe acompañarse "toda la prueba documental" y, en consecuencia, no hay prueba documental que presentar posteriormente, salvo la que contempla el artículo 446 cuando el tribunal la admite, excepcionalmente, como adicional o complementaria de la ya acompañada.








------------








DISCUSION GENERAL








				El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que el proyecto de ley contiene básicamente seis propuestas de reformas relativas a los Libros I y V del Código del Trabajo y a ley Nº 17.322, que regula la cobranza judicial de las imposiciones previsionales.





				La iniciativa en estudio se enmarca en la línea de trabajo que el Ministerio ha denominado “Mejoramiento de los derechos laborales actualmente existentes”, que está contenida principalmente en dos proyectos de ley. Uno, es el referido a la ampliación de las facultades de la Dirección del Trabajo y el otro es el proyecto que en este momento analiza esta Comisión, el cual persigue mejorar la eficiencia  de la judicatura del trabajo y, por lo tanto, hacer más eficaz el ejercicio de los derechos laborales.





				Agregó el señor Ministro, que las normas del proyecto pueden ser reunidas en tres grupos:





1.- Las que buscan sancionar en la ley lo resuelto mayoritariamente por la jurisprudencia de los Tribunales, en cuanto a que la competencia para conocer de la responsabilidad contractual derivada de los accidentes del trabajo y de las enfermedades profesionales, corresponde a los Juzgados de Letras del Trabajo. En consecuencia, la disposición no innova en esta materia, sino que constituye una precisión destinada a otorgar mayor certeza a las partes acerca del ámbito de competencia de la judicatura laboral.





2.- Las relativas a formas de notificación y a sistematización y coordinación de distintas normas del procedimiento de aplicación general en las causas laborales, que están basadas en la experiencia de abogados laboralistas en la materia, y que persiguen agilizar estos juicios.





3.- Las que buscan utilizar mejor los recursos existentes en la judicatura laboral. Permanentemente hay reclamos -especialmente en el  sector de los trabajadores- en el sentido de que los Juzgados de Letras del Trabajo son insuficientes. Hoy existen veinte de estos Tribunales en el país, de los cuales nueve están Santiago, dos en Concepción y dos en Valparaíso.





				Hasta 1981, año en que se suprimieron los Juzgados del Trabajo, había treinta y dos Tribunales Laborales. Luego se restablecieron trece y se ampliaron en siete más, hasta totalizar los veinte actuales. Sin embargo, no se restituyó la segunda instancia laboral.





			La política que en el Poder Judicial impulsa el Ejecutivo, así como en el sector público en general, es no incrementar innecesariamente las plantas de personal, a menos que sea estrictamente necesario. El Gobierno ha optado por buscar, en primer término, el mejor aprovechamiento de los recursos existentes. Un conjunto de disposiciones del proyecto están inspiradas en esta idea. Por ello, el Ejecutivo no ha acogido el planteamiento de aumentar el número de Juzgados del Trabajo.





				El Ministerio del Trabajo y Previsión Social ha estudiado el tema, y ha concluido que la apreciación de algunos en cuanto a que el número de Juzgados del Trabajo es insuficiente, tiene su origen  en que en la mayoría de ellos las causas laborales se entraban por el recargo de tareas que significa la tramitación de causas no estrictamente laborales, como son los juicios ejecutivos por cobro de imposiciones previsionales. Así por ejemplo, en Santiago, Valparaíso y Concepción, hay algunos Tribunales que tienen mas de 8.000 causas ejecutivas y aproximadamente 1.000 causas propiamente laborales.





				Para resolver esta situación, el proyecto propone una norma que permitirá a los Jueces del Trabajo abocarse mayoritariamente a los juicio estrictamente laborales, puesto que los secretarios de esos Tribunales tendrán facultades jurisdiccionales para resolver los juicios ejecutivos y las solicitudes de cumplimiento incidental de las sentencias de que conozcan. Concordante con esto, la iniciativa entrega al oficial primero de los Juzgados del Trabajo las facultades del secretario en estos juicios.





				Además, agregó el señor Ministro, el conjunto de reformas que se están introduciendo en el sistema judicial, permitirá una cierta especialización de las Salas de los Tribunales Superiores de Justicia, lo cual dará una mayor eficacia a los juicios laborales que se eleven a esas instancias.





				En la misma línea, el artículo 2º del proyecto propone modificaciones a la norma del artículo 9º de la ley Nº 17.322, sobre competencia en los juicios sobre cobranza de imposiciones previsionales, con el objeto de establecer que en los juicios del trabajo en que una institución de previsión actúe como demandante, será juez competente para conocerlos el del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o hayan prestado los servicios, a elección del actor. Estas modificaciones permitirán distribuir mejor estas causas, que hoy están concentradas en algunos tribunales, por la ubicación de las casas matrices de aquellas entidades.





				Finalmente, cabe destacar las normas sobre prescripción y caducidad, que pretenden establecer una vinculación más razonable entre los reclamos administrativos y los judiciales, facilitando que opere la conciliación entre las partes. La disposición que se propone se enmarca en la política general que el Gobierno impulsa en materia de Justicia, cual es lograr que el mayor número de conflictos se resuelva antes de llegar a los Tribunales. Actualmente, por los plazos de prescripción, quien efectúa un reclamo ante la autoridad administrativa, a fin de interrumpir la prescripción, debe también interponer la demanda ante el Juzgado del Trabajo. Por lo tanto, se obliga a la persona a concurrir al Tribunal cuando aún no se ha agotado la instancia administrativa. Por ello, el proyecto propone que la interposición del reclamo administrativo ante la Inspección del Trabajo -cumplidos determinados requisitos- interrumpirá la prescripción.





				En síntesis, reseñó el señor Ministro, el proyecto que se somete a consideración de esta Comisión  no contiene modificaciones radicales a la judicatura laboral, pero tendrá un impacto positivo en la agilización y racionalización del procedimiento judicial, toda vez que los Juzgados de Letras del Trabajo podrán abocarse a las causas para las cuales efectivamente fueron creados y cumplir con los plazos establecidos para los procesos contradictorios, situación que hoy en día es imposible exigir por la recarga de trabajo que deben soportar.





				El señor Subdirector del Trabajo expresó que la iniciativa contiene un conjunto de modificaciones. Algunas son de estilo o formales, puesto que  al reformarse hace un año atrás  el procedimiento laboral contenido en el Código del Trabajo, quedaron referencias equívocas a algunos artículos, las cuales han inducido a confusión. 





				Señaló que también se propone legislar acerca de una cuestión que ha sido objeto de jurisprudencia diversa y contradictoria, cual es la competencia de los Tribunales del Trabajo para conocer de la responsabilidad contractual o extracontractual en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. El proyecto resuelve esta situación, al disponer que la responsabilidad contractual del empleador, esto es la que se deriva del contrato de trabajo, es de competencia de los Juzgados del Trabajo; en tanto que la responsabilidad extracontractual corresponde a un juicio de lato conocimiento que es de competencia de los Juzgados Civiles.





				En cuanto a las nuevas atribuciones que el proyecto otorga a los secretarios de los Tribunales del Trabajo, cabe hacer presente que esta norma tiene antecedentes en la historia del procedimiento laboral chileno. Efectivamente, el artículo 9º del decreto ley Nº 3.648, de 1981, -que suprimió los Juzgados del Trabajo, transformándolos  en Juzgados de Letras de Mayor Cuantía- otorgó facultades más amplias que las existentes a los secretarios de los Tribunales, al disponer que las causas del trabajo, cuyo conocimiento se traspasó a los Juzgados Civiles, serían tramitadas por el secretario del Tribunal respectivo, lo cual sirvió no sólo para el descongestionamiento de los procesos, sino que también para un mejor aprovechamiento de su labor, puesto que este funcionario es un abogado.





				Actualmente los secretarios de los Juzgados del Trabajo sólo se dedican a cuestiones administrativas, como por ejemplo, llevar la cuenta corriente del Tribunal.





				También se modifican las normas relativas a la oportunidad procesal para presentar pruebas. El proyecto propone concentrar el período probatorio en dos momentos. En consecuencia, dispone que al tercer día de notificado el auto de prueba deberá acompañarse o solicitarse  la prueba documental y solicitarse la absolución de posiciones, que se rendirá en la audiencia de prueba. La remisión de oficios, los informes de peritos  y la inspección personal del juez, pueden solicitarse en este plazo o en la audiencia de prueba. Con estas modificaciones, se establecerá un orden de recepción de la prueba, que persigue dar mayor coherencia al procedimiento y más certeza jurídica a las partes.





				Otras modificaciones que contiene la iniciativa de ley son para atemperar algunos aspectos de la última gran reforma al Código del Trabajo, contenida en la ley Nº 19.250. Por ejemplo, actualmente, según los dispone el artículo 444 del Código del Trabajo, una vez iniciada la audiencia de prueba, esta no puede suspenderse por motivo alguno. Si no se alcanza a rendir la prueba en la audiencia respectiva, debe continuar el día siguiente hábil y así hasta terminar. La norma tiene un carácter perentorio y tuvo por finalidad dar mayor celeridad al proceso laboral, evitando interrupciones. Pero la verdad es que, según lo han señalado los jueces, la disposición ha acarreado más conflictos que beneficios, ya que ha impedido ordenar audiencias de pruebas y muchas veces ha obstaculizado conciliaciones que estaban próximas a producirse.





				Por ello, se flexibiliza la norma y se establece que si la prueba no se alcanza a rendir en la audiencia de prueba, se continuará rindiendo en los días hábiles más próximos hasta su conclusión. De alguna manera, manteniendo el principio de la concentración procesal, se amplía la facultad del juez para poder adecuar el despacho de las audiencias.





				Por último, hay modificaciones para establecer un vínculo entre la tutela administrativa y la judicial. Actualmente, existe una desconexión entre las actuaciones ante la Inspección del Trabajo, particularmente en materia de conciliación, y las realizadas ante los Juzgados del Trabajo. Incluso los plazos de prescripción no guardan relación con las actuaciones ante la Inspección del Trabajo.





				Por ello, la reforma pretende establecer un vínculo de continuidad, al permitir con mayor facilidad la conciliación en la audiencia ante el organismo administrativo, para lo cual se establece que la interposición de un reclamo administrativo ante la Inspección del Trabajo respectiva, interrumpirá el plazo de prescripción, contándose el término de sesenta días hábiles desde la interposición del mismo. Esta modificación evitará que lleguen a los Tribunales conflictos laborales que ya han sido superados, por medio de la conciliación, ante la instancia administrativa, que es la Inspección del Trabajo. Lo mismo se propone en materia de despidos, en que el plazo de caducidad es mucho más corto que el de prescripción para las demás prestaciones ordinarias.





				El Honorable Senador señor Thayer consultó al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social acerca de los proyectos sobre reformas laborales que el Ejecutivo ha enviado  o enviará al Congreso Nacional.





				El señor Secretario de Estado respondió que se trata de cinco proyectos de ley. Tres están actualmente en tramitación en la H. Cámara de Diputados, y son el que establece un nuevo Estatuto de Capacitación y Empleo, el que amplía las facultades de la Dirección del Trabajo y el que modifica el Código del Trabajo en materias de negociación colectiva y sindicalización. El proyecto de ley en estudio en esta Comisión es, en orden cronológico, el cuarto. La  quinta y última iniciativa de ley, que el Gobierno espera presentar durante el año en curso, se refiere a la creación de un sistema de protección de ingresos del trabajo ante situaciones de desocupación. Además, hay otros proyectos en trámite en el Congreso Nacional, que introducen modificaciones parciales o puntuales a diversas leyes laborales.





				El Honorable Senador señor Calderón consultó al señor Ministro por qué la iniciativa contiene reformas de tipo más bien formal o de procedimientos, y no modificaciones más profundas o substanciales. Por ejemplo, no se establece una judicatura laboral a nivel nacional mediante la creación de más Juzgados del Trabajo, ni una judicatura especial de segunda instancia.





				El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social respondió que el Gobierno ha presentado un proyecto de mejoramiento de la judicatura laboral acorde con los criterios generales impulsados en materia de Justicia, que apuntan en la dirección de aumentar los recursos para elevar la calidad y no el  número de los Tribunales. Todo está inserto en un proceso de modernización del Poder Judicial, que comprende los recursos humanos, la creación de una Escuela de Jueces, etcétera.





				La política del Gobierno en materia de Justicia se basa en la idea de entender el Poder Judicial como un poder que efectivamente haga justicia. En esta idea se inserta el proyecto en análisis que da una gran importancia a la conciliación, para permitir que los conflictos se resuelvan antes de llegar a los Tribunales.





				En segundo término, la política del Ministerio de Justicia apunta a una mejor utilización de los recursos existentes, que es lo que persigue también el proyecto de ley en estudio. Si con estas normas se logra descongestionar los Juzgados del Trabajo, por la vía de una mayor eficiencia de los recursos humanos existentes, como es que los secretarios de estos tribunales tramiten los juicios ejecutivos por cobro de imposiciones, habrá un aumento del rendimiento particularmente en las grandes ciudades, que son los lugares donde se concentran la mayor cantidad de juicios ejecutivos.





				El señor Subdirector del Trabajo señaló respecto a este punto específico, que generalmente se utiliza como parámetro la existencia de 4.000 causas para crear un nuevo Tribunal. Santiago y Valparaíso superan esta cifra con creces en materia laboral. Por ejemplo, en Santiago los Juzgados acumulan sobre 12.000 causas anuales, en tanto que en Pedro Aguirre Cerda hay 800 causas anuales, toda vez que aquí no están las casas matrices de las Administradoras de Fondos de Pensiones y, por ello, no hay mayor distribución de causas por imposiciones previsionales adeudadas. El proyecto persigue redistribuir más equitativamente estos juicios ejecutivos.





				Por otra parte, como lo ha destacado el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, es importante agotar los medios antes de llegar a un proceso, puesto que muchas veces las partes tienen una relación laboral vigente y, obviamente, un juicio puede deteriorar las relaciones entre empleador y trabajadores. Por ello, es necesario agotar siempre la instancia de la conciliación.





				El Ejecutivo pretende llegar a una cobertura nacional de la judicatura del trabajo, pero una primera etapa consiste en distribuir por la vía de reasignar las competencias, a fin de que exista un acceso más expedito a la justicia laboral y de que la carga de trabajo se reparta más equitativamente entre los Jueces del Trabajo.





				El Honorable Senador señor Thayer manifestó que no es conveniente crear  una segunda instancia laboral, porque el sistema actual es el correcto. Aunque se opuso a la supresión de los Juzgados del Trabajo en 1981, no es partidario de crear Tribunales de Apelación especiales, que incluso en su época dificultaron la carrera judicial, puesto que a los Ministros de Cortes del Trabajo prácticamente les era imposible acceder a la Excma. Corte Suprema.





				También es importante sancionar  normas que no provoquen posteriormente problemas en la tramitación de las causas laborales. Agregó Su Señoría que no fue partidario de la última reforma del sistema procesal del trabajo, porque aun cuando el que existía no era excelente, había sido estudiado profundamente, en tanto que la reforma que dio origen a la ley Nº 19.250, no le pareció suficientemente justificada. Prueba de ello es que ya se está modificando.





				Posteriormente, concurrió especialmente invitada a la Comisión la señora Ministra de  Justicia, quien manifestó que esta iniciativa legal se inscribe en el marco de las denominadas políticas del sector justicia tendientes a su modernización, toda vez que el Ministerio a su cargo está empeñado en adecuar las distintas instituciones que forman parte del sistema de administración de justicia, al proceso de desarrollo político, social y económico del país. 





				Agregó, que es indispensable llevar adelante este proceso de modernización, tanto porque se precisa para la consolidación del sistema democrático en Chile, cuanto porque lo necesita el modelo económico del país. La dificultad para obtener una adecuada tutela de los derechos y la situación de indefensión que esto provoca, constituyen un factor muy importante en la deslegitimación del sistema democrático.





				En este orden de ideas, es fundamental abordar el tema del acceso a la justicia, que es una  de las metas prioritarias que S.E. el Presidente de la República  ha fijado para el sexenio de su gobierno. Cabe destacar dos proyectos de ley actualmente en trámite en el Senado, que son fundamentales para este fin y que pretenden avanzar en la creación de mecanismos alternativos para la solución de los conflictos. Uno, es el relativo a las Corporaciones Regionales de Asistencia Jurídica y el otro se refiere a jueces árbitros y procedimiento arbitral.





				Señaló la señora Ministra que la mejoría del recurso jurisdiccional, que es indispensable para que el acceso a la justicia sea una realidad, se puede lograr a través de tres vías: 





1.- Aliviando a los Tribunales de parte de su labor, al sustraer de su competencia algunas materias que pueden ser resueltas con mayor eficiencia y con menor costo por otras instancias.





2.- Potenciando la labor de aquellas agencias administrativas que realizan funciones de mediación y conciliación extrajudicial, como es el caso, por ejemplo, de las Inspecciones del Trabajo. Se inscribe aquí el proyecto de ley que amplía las facultades de la Dirección del Trabajo, que se tramita en esta Corporación.





3.- Mejorando la organización del despacho judicial.





				Otro de los desafíos de la modernización del sistema de justicia, es la modificación del conjunto de  los procedimientos judiciales. En algunos casos, sólo se logrará con una modificación integral, como por ejemplo, en la reforma al proceso penal, que será materia de un análisis en el Congreso Nacional en los próximos meses. En otros, se requieren modificaciones puntuales para avanzar en el objetivo de la desjudicialización de los conflictos y en la agilización del despacho judicial. En este último grupo se inscribe el proyecto en estudio.





				Una de las características fundamentales que debe tener el procedimiento laboral, es la oportunidad. Desde este punto de vista, los aportes del proyecto de ley en estudio a las políticas del sector justicia pueden agruparse en tres ámbitos: en relación a la racionalización, a la obtención de soluciones alternativas, y en cuanto a la mejoría del procedimiento.





				En cuanto a la racionalización, se propone -a través del número 4 del artículo 1º- agregar un artículo 428 bis al Código del Trabajo. En él se establece que corresponderá al secretario del Tribunal la sustanciación de las causas ejecutivas y la solicitud de cumplimiento incidental de las sentencias, reservándose al Juez el conocimiento de ellas cuando lo estime conveniente o cuando así lo determine la Corte de Apelaciones respectiva. En todo caso, las excepciones opuestas a la acción ejecutiva y a la solicitud de cumplimiento incidental de la sentencia, así como  los incidentes que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución, serán materias que deberá resolver el Juez.





				El secretario del Tribunal es un funcionario letrado, y las tareas que realiza actualmente son meramente administrativas, lo cual constituye una subutilización de un recurso humano calificado. Las nuevas atribuciones deberán incidir en una significativa agilización en la tramitación de las causas ejecutivas. Al mismo tiempo, el Juez podrá dedicar más tiempo al conocimiento de los asuntos que revistan una mayor complejidad jurídica. Además, se cautela la calidad de las resoluciones más complejas sobre la materia, reservando al Juez el fallo de las mismas.





				La segunda modificación que dice relación con la racionalización del procedimiento laboral, es la del artículo 2º del proyecto de ley, que modifica el artículo 9º de la ley Nº 17.322. Se reforman las disposiciones que  determinan la competencia en aquellos juicios del trabajo en que las Instituciones de Previsión accionan para el cobro de imposiciones previsionales, estableciéndose que será juez competente el del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante.





				La normativa actual dispone que son competentes para conocer de los juicios civiles y del trabajo en que actúen las Cajas de Previsión, los Tribunales Civiles o del Trabajo donde se encuentre ubicada la oficina, agencia o sucursal que haya intervenido en el asunto que dio origen al litigio, pudiendo ocurrir también, si el demandante así lo desea, al juez del domicilio del demandado. La norma no ocasiona problemas tratándose de juicios de carácter civil, que son escasos, pero si en los juicios laborales que, como se explicará, son numerosos. En efecto, normalmente las Instituciones Previsionales interponen las demandas en los Tribunales de las ciudades en que tienen sus oficinas, lo cual en el caso de Santiago hizo que, por ejemplo, el Primer Juzgado del Trabajo tuviera en 1993, 955 causas ordinarias y 8.530 juicios ejecutivos, totalizando 9.485 causas. El Segundo Juzgado del Trabajo de Santiago  tenía, en igual época, 980 causas ordinarias y 8.469 ejecutivas, alcanzando un total de 9.449. Esta situación se repite en igual proporción en los restantes Tribunales del Trabajo de Santiago y también en el de Rancagua.





				Puede apreciarse, agregó la señora Ministra de Justicia, cómo los juicios ejecutivos recargan excesivamente a los Juzgados del Trabajo, particularmente en la Región Metropolitana. Esto aconseja, en función de la racionalización y a fin de evitar este atochamiento, la modificación de la norma. Además, si bien las demandas son mayoritariamente presentadas en la Región Metropolitana, en muchas ocasiones los demandados viven en otras Regiones, lo cual obliga a la notificación por exhorto, que junto con dilatar el procedimiento lo hace más oneroso y complejo.





				En cuanto a la contribución que el proyecto de ley hace a la búsqueda de soluciones alternativas en sedes distinta a la judicial, cabe destacar que el recurso humano del Juez es escaso y oneroso, por lo que debiera abocarse a aquellas materias que realmente requieran su intervención. En esta perspectiva se encuentra el artículo 1º, números 1.-, 2.- y 11.-, que modifican los artículos 168, 170 y 480 del Código del Trabajo, respectivamente. En estos casos el plazo de prescripción se contará desde la interposición del reclamo administrativo, no pudiendo -en los casos del artículo 480- exceder de un año contado desde el término de los servicios. 





				La señalada propuesta facilitará los acuerdos ante la Inspección del Trabajo, ya que los consensos que en ella se alcanzan son más expeditos, y al mismo tiempo descongestionará a los Tribunales Laborales. Además, se facilitará el acuerdo de las partes, puesto que tendrán la tranquilidad de que el plazo de prescripción de la acción judicial estará interrumpido. Actualmente el trabajador, por estar corriendo el plazo de prescripción, se ve obligado a recurrir a la vía judicial paralelamente a su gestión ante la Inspección del Trabajo, en circunstancias que se puede lograr la conciliación en la instancia administrativa. Por lo demás, a fin de cumplir con el principio de la certeza jurídica, el plazo no se extiende más allá de un año en los casos contemplados en el artículo 480 del Código del Trabajo.





				Por último, señaló la señora Ministra de Justicia, la iniciativa de ley también mejora el procedimiento laboral, como tercer objetivo, introduciendo algunas correcciones al mismo, de las cuales cabe destacar dos. Una está contenida en el artículo 1º, número 7.-, letra b), y reforma el inciso final del artículo 442, estableciendo que el auto de prueba debe notificarse por cédula. Con esta modificación se pretende que las partes tomen efectivo conocimiento de esta importante resolución.





				La otra reforma para mejorar el procedimiento laboral es la del artículo 1º, número 8, letras a) y b, que  modifican el artículo 443 del Código del Trabajo. Se dispone que la remisión de oficios, de informes de peritos y la inspección personal del Tribunal, podrán solicitarse en el escrito en que se presenta la lista de testigos o  en la misma audiencia de prueba, estableciéndose para estos efectos un plazo de quince días hábiles para la evacuación de estas diligencias. Con ello se persigue que estas pruebas, que tienen un carácter complementario, puedan solicitarse en la audiencia de prueba cuando ya se han rendido otras de carácter más básico. De este modo se permitirá que las partes sólo las pidan cuando sean realmente necesarias, según el mérito de las que en dicha audiencia ya se hayan rendido.





				El Honorable Senador señor Thayer consultó por qué se optó por la interrupción de la prescripción y no por la suspensión de la misma.





				La señora asesora del Ministerio de Justicia contestó que esta materia fue estudiada por esta Secretaría de Estado y por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Se optó por la interrupción y no por la suspensión, en armonía con las disposiciones generales. El efecto propio de la interrupción se produce cuando la parte toma una actitud activa para el cobro de su crédito, en cambio la suspensión se produce en situaciones diferentes, por ejemplo, cuando la parte está impedida de accionar porque es incapaz. Al interponerse un reclamo ante la Inspección del Trabajo lo que se hace es adoptar una actitud de interés en el cobro del crédito.





				El señor Subdirector del Trabajo señaló que los plazos a que se refiere el Código del Trabajo en general son aquellos que se denominan de corto plazo. De modo tal que el efecto básico de la suspensión, es que en definitiva el plazo se sigue contando desde que termina la suspensión. Además, la norma debe generar un incentivo para las partes. Si se pone el plazo desde que termina la gestión ante la Dirección del Trabajo, no siempre hay certeza, incluso podría dilatarse la gestión y mantener abierta la posibilidad de reclamar posteriormente por la vía judicial. En cambio el plazo que se establece de alguna manera significa una barrera que conjuga dos factores: facilitar la conciliación sin que el plazo sea una suerte de cortapisa que obligue a las partes a recurrir a los Tribunales, pero sin dilatar de tal manera que implique una falta de certeza jurídica de ambas partes. Quizá la única duda surge de que la doctrina tradicionalmente a los plazos de caducidad, como es el del artículo 168, le aplica la suspensión, aunque hay excepciones en que aplica la interrupción. Pero para dar una homogeneidad al proyecto se optó por contemplar la interrupción en todos los casos.





				El Honorable Senador señor Calderón preguntó por qué si el procedimiento laboral está colapsado por el exceso de trabajo, por la falta de funcionarios y la carencia de Juzgados del Trabajo, no se abordan estas materias en el proyecto de ley y sólo se modifica el procedimiento actual y, además, si en alguna iniciativa de ley se contemplará crear Cortes de Apelaciones del Trabajo.





				La señora Ministro de Justicia contestó señalando que efectivamente los Juzgados del Trabajo tramitan un gran número de causas, pero que esta situación se produce por el exceso de juicios ejecutivos. Si se apartan del ámbito del Juez las cobranzas judiciales, que por lo general son procedimientos rutinarios, ya que en un mínimo porcentaje de juicios se oponen excepciones, el número de causas pendientes en los Juzgados del Trabajo disminuirán notablemente. Cabe tener presente que a través de la inversión que el país realiza en el sector justicia se financian otros sectores que podrían hacerlo por sí mismos. De este modo se financia a los bancos, a las instituciones crediticias y a las Administradoras de Fondos de Pensiones, con un sistema gratuito de cobro de sus créditos, en circunstancias que podría haber un mecanismo distinto. Sin embargo, sacar de la competencia de los Juzgados del Trabajo y de los Juzgados Civiles los juicios de cobranzas judiciales no es un tema fácil, por ello esta iniciativa soluciona parcialmente el problema, mientras se resuelve el fondo del asunto.





				En cuanto a la posibilidad de crear Cortes de Apelaciones del Trabajo, la señora Ministra puntualizó que en la ley Nº 19.374, que entró en vigencia en marzo de 1995, se contemplan Salas especializadas y no Cortes especializadas.





				- Puesto en votación en general el proyecto, se aprobó por tres votos a favor de y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer. Se abstuvo el H. Senador señor Larre, manifestando que habría sido preferible efectuar esta votación, una vez que se hubiera escuchado a la última entidad invitada.





----------








DISCUSION PARTICULAR





Artículo 1º





				Modifica diversas disposiciones del Código del Trabajo, a través de once numerales.





Número 1.





				Agrega un inciso segundo nuevo al artículo 168 del Código del Trabajo, con el objeto de establecer que el plazo de sesenta días hábiles que tiene el trabajador para recurrir al juzgado competente, reclamando por despido injustificado, indebido o improcedente, se interrumpirá, cuando dentro de dicho plazo se interponga un reclamo ante la Inspección del Trabajo respectiva. En tal caso, el plazo se contará desde la interposición del reclamo administrativo.





				El señor Subdirector del Trabajo señaló que el fundamento de la norma propuesta es establecer una mayor vinculación entre la tutela administrativa y la judicial, y lograr que se concilien la mayor cantidad de casos posibles, evitando así que ellos ingresen a los Juzgados del Trabajo, recargando innecesariamente la labor de estos Tribunales. Actualmente, el trabajador con el objeto de que no se le pase el plazo para reclamar al Juzgado del Trabajo, pues se trata de un plazo de caducidad, prácticamente junto con efectuar su presentación ante la Inspección del Trabajo, o poco después, interpone la acción judicial. Ello aumenta sin motivo la carga de trabajo de estos Tribunales y frustra muchas oportunidades de llegar a una conciliación en el trámite administrativo.





				El Honorable Senador señor Urenda manifestó que, sin pronunciarse sobre el fondo de la norma propuesta, cabía connotar que el efecto legal que este precepto produciría, teniendo presente que se trata de una interrupción de la prescripción, es que en definitiva el plazo se estaría duplicando por el sólo hecho de interponer el reclamo administrativo en los últimos días del plazo de sesenta días hábiles. Esta situación resultaría inconveniente, pues prolongaría innecesariamente una controversia que debe ser resuelta con prontitud.





				El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio expresó que en la disposición en análisis lo fundamental son dos própositos. El primero, dar eficacia al trámite ante la Inspección del Trabajo, aumentando así el número de casos en que se llegue a un acuerdo. El segundo, que es una consecuencia del anterior, no recargar innecesariamente a los Juzgados del Trabajo con estas causas, permitiéndoles así resolver con más prontitud otras causas que forman parte de su labor.





				El Honorable Senador señor Prat señaló que la norma propuesta hay que analizarla en dos aspectos. El primero, son los efectos que produce en una causa judicial, puesto que al acudir a la Inspección del Trabajo, la consecuencia procesal será la de interrumpir la prescripción. Ello es avanzar en un sentido inconveniente, pues significa interferir en una materia de competencia netamente judicial, a través del accionar de un ente administrativo. Un segundo aspecto, es analizar si el plazo de sesenta días hábiles que actualmente se contempla, es o no exiguo, y si se justifica o no un aumento del mismo.





				El señor Subdirector del Trabajo precisó que la prescripción o la caducidad, cuando se trata de quienes tienen que accionar, constituye una sanción a la persona negligente que no utiliza los medios legales a que tiene derecho. Ahora bien, quien ha reclamado ante la Inspección del Trabajo no es un peticionario negligente puesto que ha accionado y, entonces, no resulta apropiado sancionarlo sin que haya existido el debido tiempo para resolver su petición, vía la conciliación en el trámite administrativo.





				El Honorable Senador señor Calderón manifestó que si el trabajador tiene derecho a reclamar a la Inspección del Trabajo, es justo que ésta disponga del tiempo suficiente para que se llegue a un acuerdo que evite el reclamo ante los Tribunales. Ello será beneficioso para las partes involucradas y para los Juzgados del Trabajo.





				El Honorable Senador señor Urenda señaló que es necesario tener presente que la norma propuesta utiliza el concepto de interponer un reclamo ante la Inspección del Trabajo, lo que podría dar lugar a que se entendiera que ésta tendría la facultad de fallar el reclamo y dar lugar a la indemnización. Ello crearía una doble instancia de solución, en una materia reservada a la decisión judicial.





				El señor Subdirector del Trabajo puntualizó que la situación planteada por Su Señoría no es posible, puesto que el concepto de reclamo que la norma ocupa está dado dentro de la nomenclatura jurídico laboral administrativa, donde se establecen dos conceptos: la denuncia y el reclamo. La denuncia es por una relación laboral vigente y el reclamo por una relación laboral terminada en que la Inspección siempre acoge a tramitación el reclamo, pero no tiene facultades legales para resolver, salvo en lo relativo al no cumplimiento de determinados requisitos legales, como por ejemplo el que no se haya dado el aviso correspondiente, y sólo puede aplicar una sanción de multa. No tiene facultad legal para ordenar pagar la indemnización, lo que está reservado a los Tribunales de Justicia, despues de una contienda entre partes, en que cada una aportará las pruebas que dan razón de sus dichos. La Inspección sólo ejerce una labor de información y de instar a las partes a un acuerdo, y de no producirse la conciliación el problema deberá resolverse en el Juzgado del Trabajo.





				El Honorable Senador señor Prat consultó al representante del Ejecutivo, si son muchos los casos en que, dado el plazo transcurrido, el trabajador se ve obligado a interponer la acción judicial, estando pendiente el trámite de conciliación ante la Inspección del Trabajo, y que estadística existe al respecto.





				El señor Subdirector del Trabajo respondió expresando que, si bien no tenía a mano datos estadísticos, podía confirmar que estos casos son de ordinaria  ocurrencia por razones de índole administrativa, como son la demora para cursar las citaciones respectivas, etcétera.





				El Honorable Senador señor Thayer señaló que los Juzgados del Trabajo son pocos. A su vez, cuando por esa razón tienen competencia los Juzgados Civiles, ello tampoco resuelve el problema. La Inspección del Trabajo es de más fácil acceso para los trabajadores. Para el país es mucho más conveniente que el mayor número de casos se resuelvan en la Inspección, y no que recarguen la labor de los Juzgados del Trabajo.





				Lo anterior, agregó Su Señoría, constituye la parte fundamental de la disposición propuesta y por ello plantea una solución conveniente, sin perjuicio de perfeccionar la norma, a fin de que la extensión del plazo máximo sea la adecuada para conseguir los objetivos propuestos.





				La mayoría de la Comisión concordó en aprobar el precepto, con enmiendas destinadas a que la interposición del reclamo ante la Inspección del Trabajo suspenderá el plazo de sesenta días hábiles que tiene el trabajador para reclamar ante el Tribunal por el despido injustificado, y que dicho plazo continuará corriendo concluido que sea el trámite ante dicha Inspección, pero que no obstante lo anterior, en ningún caso podrá recurrirse al Tribunal transcurridos noventa días hábiles desde la separación del trabajador.





				- Puesto en votación el Nº 1, se aprobó en la forma reseñada, por tres votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer, y por la negativa lo hizo el H. Senador señor Prat.





				Como consecuencia de la aprobación de este nuevo inciso segundo del artículo 168, la Comisión resolvió, con la misma votación anterior, sustituir en el actual inciso segundo la referencia al "inciso anterior" por otra al "inciso primero".





Número 2.





				Agrega una frase final al artículo 170 del Código del Trabajo, con el objeto de hacer aplicable la normativa del inciso segundo, nuevo, que se adiciona al artículo 168, disposición ya aprobada con modificaciones en el número precedente.





				El citado artículo 170 contempla un plazo de sesenta días hábiles, contados desde  la separación del trabajador, para que los trabajadores que tengan poder para representar al empleador, los de casa particular, o los que desempeñan cargos de exclusiva confianza, puedan instar por el pago de las indemnizaciones que les correspondan, en el caso de que no se les hubiere efectuado dicho pago en la forma dispuesta en el párrafo segundo de la letra a) del artículo 169.





				- Se aprobó con los votos favorables de los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Prat.





Número 3.





				Agrega una nueva letra f) al artículo 420 del Código del Trabajo, a fin de disponer  que serán de competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad contractual del empleador derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales.





				Preocupó a la Comisión que la disposición usa la expresión "responsabilidad contractual del empleador".





				El señor Subdirector del Trabajo señaló que esta norma tiene por objeto dilucidar una controversia que se ha suscitado con frecuencia entre los Juzgados del Trabajo y los Juzgados Civiles respecto a cuáles son los tribunales competentes para conocer de los accidentes del trabajo. La jurisprudencia no ha sido uniforme. Por ello la norma propone separar la responsabilidad contractual de lo que es la responsabilidad extracontractual. En primer lugar, porque en ambas la calificación del dolo y la culpa es distinta, y en segundo término porque en una o en otra la posibilidad del daño moral es diferente.  En consecuencia hay una separación que es fundamental efectuar. La responsabilidad extracontractual debe ser de competencia de los Tribunales Civiles en un juicio de lato conocimiento.





				Por el contrario la responsabilidad que deriva del contrato de trabajo, específicamente de lo dispuesto en el artículo 184 del Código del Trabajo, en cuanto a que el empleador está obligado a tomar todas las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de los trabajadores, manteniendo las condiciones adecuadas de higiene y seguridad en las faenas, debe ser de competencia de los Juzgados de Trabajo.





				Todo lo anterior, para resolver definitivamente una situación en que algunos Tribunales de Trabajo han estimado que tienen competencia para conocer tanto de la responsabilidad contractual y de la extracontractual, y otros de estos Juzgados han señalado que no tienen competencia para abocarse al conocimiento de causas con motivo de accidentes del trabajo.





				A lo expuesto, debe agregarse que esta situación no está expresamente resuelta con la actual normativa del artículo 420 que enumera las cuestiones, reclamaciones y juicios que son de competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo, puesto que la letra c) de esa disposición relativa a la aplicación o interpretación de las normas sobre previsión y seguridad social, se ha interpretado restrictivamente, en dos aspectos.  En primer lugar, porque se ha aplicado a las cuestiones planteadas por los trabajadores o empleadores referidos en la letra a) de esta disposición, lo cual la limita a la relación laboral vigente y, en segundo término, porque parte de la jurisprudencia ha sostenido que las cuestiones sobre aplicación de las normas de seguridad social son propias de la normativa general  y, de consiguiente, el determinar la responsabilidad de su cumplimiento debería hacerse con arreglo a las disposiciones del derecho común.





				El Honorable Senador señor Thayer estimó que no sería conveniente hacer una referencia expresa a la responsabilidad contractual, porque el sólo hecho de que se celebre un contrato de trabajo, liga al trabajador y al empleador a toda la normativa legal que ampara la seguridad en el trabajo. No son responsabilidades que emanan de lo que han contratado las partes, sino que de lo dispuesto en la ley como consecuencia de existir un contrato de trabajo.  En cuanto a la responsabilidad extracontractual es evidente que tiene que estar excluída de la competencia de los Tribunales del Trabajo, por cuanto su determinación requiere un juicio de lato conocimiento y debe por su naturaleza estar entregada a las prescripciones del derecho común, puesto que en ella puede haber terceros involucrados como responsables del accidente, dando lugar a otras indemnizaciones.





				Vuestra Comisión, en virtud de lo expuesto y teniendo presente lo prescrito en el artículo 69 de la ley Nº 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, estimo conveniente contemplar la norma propuesta suprimiendo la mención al carácter contractual de la responsabilidad del empleador, y agregar que esta competencia de los Tribunales del Trabajo será con exclusión de la responsabilidad extracontractual a la cual le será aplicable lo dispuesto en el artículo 69 de la ley Nº 16.744.





				- El Nº 3 se aprobó, con las modificaciones consignadas precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





Número 4.





				Agrega un artículo 428 bis, nuevo, al Código del Trabajo, con el siguiente texto:





				"Artículo 428 bis.- Las causas ejecutivas y las solicitudes de cumplimiento incidental de las sentencias de que conozcan los Juzgados de Letras del Trabajo, serán tramitadas por el secretario del tribunal respectivo.  Le corresponderá a éste, en consecuencia, dictar todas las resoluciones y adoptar todas las medidas que sean de competencia del tribunal durante la substanciación del juicio.





				No obstante lo anterior, el juez podrá abocarse al conocimiento de estas causas cuando lo estime conveniente o cuando así lo determine la Corte de Apelaciones respectiva.





				En todo caso, corresponderá al juez resolver sobre las excepciones opuestas a la acción ejecutiva y a la solicitud de cumplimiento incidental de la sentencia, así como de los incidentes que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución.





				En las causas indicadas en el inciso primero, las funciones que la ley asigna a los secretarios serán cumplidas por el oficial primero del tribunal.".





				La Comisión tuvo presente que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 466 del Código Orgánico de Tribunales, para ser secretario de un juzgado de letras se requiere ser abogado.





				- El Nº 4 fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer. Se abstuvo el H. Senador señor Prat haciendo presente que prefería no emitir pronunciamiento sobre la materia, por cuanto no ha llegado respuesta al oficio del H. Senado en que se solicitó la opinión de la Excma. Corte Suprema, por tratarse de una norma que incide en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.





Número 5.





				Modifica el inciso primero del artículo 434 del Código del Trabajo, para disponer que la resolución que recibe la causa prueba se notificará por cédula. 





				La normativa vigente dispone en el artículo 434 que se notificarán por cédula la sentencia definitiva de primera instancia y las resoluciones que ordenen la comparecencia personal de las partes. El artículo 435 agrega que las demás resoluciones se notificarán por el estado diario, y que tratándose de la resolución que recibe la causa a prueba o del hecho de haberse dictado sentencia se deberá enviar carta certificada al domicilio que las partes hayan fijado en el proceso, comunicándoles la dictación de la resolución o de la sentencia, según el caso. El inciso cuarto del artículo 435 establece que el tribunal, en casos calificados, podrá disponer que cualquier resolución sea notificada personalmente o por cédula.





				La Comisión tuvo presente que tal como se consigna en los antecedentes de hecho de este informe, el H. Senado aprobó en primer trámite constitucional un proyecto de ley que también dispone la notificación por cédula de la resolución que recibe la causa prueba, y que dicha iniciativa esta pendiente en la H. Cámara de Diputados.





				- Vuestra Comisión aprobó el Nº5, unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





Número 6.





				Sustituye el inciso final del artículo 435 del Código del Trabajo, a fin de suprimir la referencia a la resolución que recibe la causa prueba, respecto a la obligación de envío de carta certificada a las partes.





				- Concordante con lo resuelto en el numeral anterior, la Comisión aprobó el Nº 6, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





Número 7





				Modifica los incisos primero y final del artículo 442 del Código del Trabajo. El inciso primero es para suprimir la obligación de que el tribunal al recibir la causa a prueba, deberá resolver sobre las diligencias de pruebas que hubiesen solicitado las partes. La modificación al inciso final también es para determinar que la resolución que recibe la causa a prueba se notificará por cédula y no por el estado diario, concordando así con las modificaciones de los Nºs. 5 y 6 del artículo 1º de esta iniciativa.





				El señor Subdirector del Trabajo expresó que la enmienda propuesta en la letra a) de este numeral 7, corresponde a la necesidad de coordinar la normativa, que regula el momento de resolver sobre las pruebas, que fue producto de modificaciones efectuadas en la ley Nº19.250. Durante la tramitación del proyecto que dio origen a dicha ley, en una primera opción se había determinado que todas las diligencias de prueba debían solicitarse sólo en los escritos de demanda y contestación de la misma y, en ese aspecto, la disposición de que el Tribunal al recibir la causa a prueba deba resolver sobre ellas era concordante con esa solución.  Posteriormente, la normativa se aprobó permitiendo en el artículo 443 solicitar diligencias de prueba en el escrito en que se acompaña la lista de testigos, que es posterior a la recepción de la causa prueba.





				- Vuestra Comisión aprobó el Nº7, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





Número 8.





				Modifica el artículo 443 del Código del Trabajo, en la forma siguiente:





				a) Sustituye el inciso tercero por otro, para disponer que en el escrito en que se presenta la lista de testigos sólo deberá solicitarse la absolución de posiciones y acompañarse o solicitarse la exhibición de toda la prueba documental que no se hubiese presentado con anterioridad.





				b) Agrega tres incisos, nuevos, para disponer lo siguiente:





				"La remisión de oficios, informes de peritos y la inspección personal del juez, podrán solicitarse en el escrito a que se refieren los incisos anteriores o en la audiencia de prueba, a elección de la parte interesada.





				Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el tribunal, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades públicas o privadas requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar respuesta dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha en que conste haberse recibido el oficio, bajo apercibimiento de arresto, lo que deberá constar en él mismo.  El plazo para evacuar respuesta podrá ser ampliado por el tribunal cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.





				El mismo plazo, la posibilidad de su ampliación y el apercibimiento indicados en el inciso anterior regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde el momento de la aceptación de su cometido.".





				La norma actual establece que en el escrito que se presenta la lista de testigos debe solicitarse la absolución de posiciones, el informe de peritos, la remisión de oficios y toda y cualquier otra diligencia de prueba que no se hubiese solicitado en los escritos de demanda o de contestación, y acompañarse toda la prueba documental que no se hubiese presentado con anterioridad.  Por último, preceptúa que no habrá lugar a prueba ni a diligencia de prueba alguna que se solicite con posterioridad.





				El señor Subdirector del Trabajo manifestó que las modificaciones propuestas obedecen a dos razones. La primera, a la necesidad de connotar que hay dos momentos procesales en relación a la prueba, uno para pedirla y otra para rendirla.  Se pide en el escrito que se presenta dentro de los tres días siguientes a la notificación de la resolución que recibe la causa prueba y se rinde en la audiencia de prueba.





				La segunda razón de la modificación es permitir que ciertas diligencias de prueba, que son la remisión de oficios, informes de peritos e inspección personal del juez se puedan solicitar en el aludido escrito o en la audiencia de prueba a elección de la parte interesada, porque ello dependerá de si fluyen del inicio del juicio mismo, con sus escritos de demanda y contestación, o de otros elementos procesales que surjan, por ejemplo, con motivo de la prueba documental. Por ello, se deja entregado a la elección de las partes dos momentos en los cuales se podrán solicitar estas diligencias de prueba, de acuerdo al desarrollo del juicio.





				El Honorable Senador señor Thayer expresó que las disposiciones propuestas perfeccionan los derechos de las partes, en relación a la forma y modo de solicitar o presentar los medios de prueba.





				El Honorable Senador señor Prat manifestó que por no haber participado en una parte de la discusión general del proyecto, no tiene una opinión definitiva sobre estas modificaciones específicas en análisis, por lo que se abstendría en su votación.





				- Vuestra Comisión aprobó el Nº8, por tres votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer, y se abstuvo el H. Senador señor Prat.





Número 9.





				Modifica los incisos tercero y cuarto del artículo 444 del Código del Trabajo.





				La letra a) del numeral 9, es para suprimir en el inciso tercero, que regula el orden de recepción de las pruebas, la mención a la prueba documental.





				El señor Subdirector del Trabajo señaló que la supresión propuesta está acorde con los distintos momentos en que puede acompañarse la prueba documental.





				- La letra a) del numeral 9, se aprobó, unánimemente, por los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





				La letra b) del numeral 9 reemplaza el inciso cuarto por el siguiente:





				"Siempre que no alcanzare a rendirse la prueba en una sola audiencia, el tribunal continuará recibiéndola en los días hábiles más próximos hasta su conclusión.".





				El actual inciso cuarto establece que iniciada la audiencia, no podrá suspenderse por motivo alguno, y de no alcanzarse a rendir la prueba en ella, continuará el día siguiente hábil y así hasta terminar, debiendo el Tribunal habilitar horarios especiales para ello, en caso de no poder continuar dentro de su horario normal de funcionamiento.





				El señor Subdirector del Trabajo señaló que la normativa actual se dictó a fin de concentrar lo más posible el procedimiento, y por ello se dispuso incluso la prohibición de suspender la audiencia por motivo alguno, y habilitar horarios especiales de funcionamiento del Tribunal en caso necesario.





				Esta regulación ha sido prácticamente imposible de cumplir por la distinta envergadura de los juicios.  Además ha impedido al Juez aplicar su adecuado criterio para ordenar las audiencias, de acuerdo al grado de conflictividad, o también de posibilidades de alcanzar un acuerdo el mismo día de la audiencia o en los siguientes.





				Vuestra Comisión coincidió con el propósito de la norma propuesta, pero estimó pertinente modificar su redacción, a fin de evitar que se pudiere interpretar que se trata de más de una audiencia. A tal efecto, consideró necesario reemplazar la expresión "en una sola audiencia" por "el día fijado para la audiencia".





				- La Comisión aprobó la letra b) del Nº 9, en la forma expresada precedentemente,  por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





Número 10.





				Suprime en el inciso primero del artículo 446 del Código del Trabajo, la obligación de impugnar los instrumentos acompañados en el escrito de demanda y en la demanda reconvencional, en la respectiva contestación o en el plazo conferido para ésta.





				El señor Subdirector del Trabajo manifestó que lo que actualmente preceptúa esta norma, sólo corresponde bajo la hipótesis de que hubiere sido obligatorio acompañar los documentos en la demanda o en la demanda reconvencional, situación que no es así en las disposiciones vigentes ni en las propuestas en el proyecto.





				- La Comisión aprobó el Nº 10, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





Número 11.





				Agrega un inciso final al artículo 480 del Código del Trabajo, para disponer que la interposición de un reclamo administrativo, dentro de los plazos de prescripción que esa disposición señala, interrumpirá también la prescripción, siempre que la pretensión manifestada en dicho reclamo sea igual a la que se deduzca en la acción judicial correspondiente, emane de los mismos hechos y esté referida a las mismas personas.  Además, determina que en los casos señalados el plazo de prescripción se contará desde la interposición del reclamo administrativo y, en ningún caso, podrá exceder de un año contado desde el término de los servicios.





				Los plazos de prescripción que contempla el artículo 480, son los siguientes:





				- Dos años, para los derechos regidos por el Código del Trabajo, contados desde la fecha en que se hicieron exigibles (inciso primero).





				- Seis meses, para las acciones provenientes de los actos y contratos a que se refiere este Código, contados desde la terminación de los servicios (inciso segundo).





				- Seis meses, para el derecho a cobro de horas extraordinarias, contados desde la fecha en que debieron ser pagadas (inciso tercero).





				El actual inciso final determina que los plazos de prescripción establecidos en el Código del Trabajo no se suspenderán, y se interrumpirán de acuerdo a las normas de los artículos 2523 y 2524 del Código Civil.





				- Puesto en votación el Nº 11, se aprobó con los votos favorables de los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer, y la abstención del H. Senador señor Prat.





Artículo 2º.





				Modifica el artículo 9º de la ley Nº 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas en los Institutos de Previsión.





				El artículo 9º señala, en su inciso primero, que será competente para conocer de los juicios civiles y del trabajo en que actúen las  Cajas de Previsión, el respectivo Juez Civil o del Trabajo en que esté ubicada la oficina, la agencia o sucursal de la institución de previsión que hubiere intervenido en el asunto que dio origen al litigio.





				Su inciso segundo agrega que, no obstante lo anterior, en los juicios civiles o del trabajo en que una institución de previsión actúe como demandante, ésta podrá optar entre recurrir a los Tribunales indicados en el inciso primero o a los del domicilio del demandado.





				La modificación propuesta en el proyecto, por una parte limita la actual regulación a los juicios civiles, suprimiendo en los incisos primero y segundo toda mención a los juicios del trabajo o al Juez del Trabajo, y, por la otra, agrega un inciso final para establecer que en los juicios del trabajo en que una institución de previsión actúe como demandante, será juez competente para conocer de estas causas, el del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del actor.





				El señor Subdirector del Trabajo manifestó que las enmiendas propuestas no alteran en modo alguno la competencia en los juicios civiles, en que actúen las instituciones de previsión.  En cuanto a las causas laborales, se cambia la regla para determinar el Tribunal del Trabajo competente, a fin de evitar que se siga produciendo una acumulación excesiva de este tipo de juicios, sólo en algunos Juzgados del Trabajo, producto de que es competente el Tribunal en que esté ubicada la oficina, agencia o sucursal de la institución de previsión. 





				La normativa propuesta permitirá distribuir mejor estas causas del trabajo, por cuanto será juez competente el del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante, que por lo demás es la regla general en materia de competencia, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 422 del Código del Trabajo.





				- La Comisión aprobó el artículo 2º, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.





--------





				Consecuencialmente con los acuerdos expuestos, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:











PROYECTO DE LEY :











				"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:





				1.-  Modíficase el artículo 168, en la siguiente forma:





				a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:








				"El plazo contemplado en el inciso anterior se suspenderá cuando, dentro de éste, el trabajador interponga un reclamo por cualquiera de las causales indicadas, ante la Inspección del Trabajo respectiva. Este plazo seguirá corriendo concluido que sea el trámite  ante dicha Inspección. No obstante lo anterior, en ningún caso podrá recurrirse al tribunal transcurridos noventa días hábiles desde la separación del trabajador.", y 





				b) Sustitúyese en el inciso segundo, que pasa a ser inciso tercero, la expresión "inciso anterior" por "inciso primero".








				2.- Agrégase, en el artículo 170, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "A dicho plazo le será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 168.".








				3.- Sustitúyense, en la letra e) del artículo 420, la conjunción "y" y la coma (,) que le antecede, por un punto y coma (;), e intercá-lase a continuación de ésta, la siguiente letra f), nueva, pasando la actual letra f) a ser letra g):








				"f) Los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, con excepción de la responsabilidad extracontractual a la cual le será aplicable lo dispuesto en el artículo 69 de la ley Nº 16.744, y".








				4.- Intercálase, a continuación del artículo 428, el siguiente artículo 428 bis, nuevo:








				"Artículo 428 bis.- Las causas ejecutivas y las solicitudes de cumplimiento incidental de las sentencias de que conozcan los Juzgados de Letras del Trabajo, serán tramitadas por el secretario del tribunal respectivo.  Le corresponderá a éste, en consecuencia, dictar todas las resoluciones y adoptar todas las medidas que sean de competencia del tribunal durante la substanciación del juicio.





				No obstante lo anterior, el juez podrá abocarse al conocimiento de estas causas cuando lo estime conveniente o cuando así lo determine la Corte de Apelaciones respectiva.





				En todo caso, corresponderá al juez resolver sobre las excepciones opuestas a la acción ejecutiva y a la solicitud de cumplimiento incidental de la sentencia, así como de los incidentes que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución.





				En las causas indicadas en el inciso primero, las funciones que la ley asigna a los secretarios serán cumplidas por el oficial primero del tribunal.".








				5.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 434, entre la palabra "instancia" y la conjunción "y", la siguiente frase precedida de una coma (,): "la resolución que recibe la causa a prueba".








				6.- Sustitúyese el inciso final del artículo 435, por el siguiente:





				"El secretario del tribunal deberá enviar carta certificada al domicilio que las partes hayan fijado en el proceso, comunicándoles la dictación de la sentencia definitiva, dejando constancia de ello en autos.  La omisión de este trámite o los errores que pudiere contener la comunicación no afectarán ni invalidarán la notificación de la sentencia, sin perjuicio de la responsabilidad funcionaria del secretario.".








				7.- Modifícase el artículo 442, en la siguiente forma:








				a) Sustitúyese, en su inciso primero, la coma (,) que figura entre las palabras "prueba" y "fijará" por la conjunción "y", y elimínase la frase final "y resolverá sobre las diligencias de prueba que hubiesen solicitado las partes",  y








				b) Reemplázase, en su inciso final, la expresión "por el estado diario", por los vocablos "por cédula".








				8.- Modifícase el artículo 443, en la siguiente forma:








				a) Sustitúyese su inciso tercero, por el siguiente:





				"De igual manera, en el mismo escrito deberá solicitarse la absolución de posiciones, y acompañarse o solicitarse la exhibición de toda la prueba documental que no se hubiese presenta�do con anterioridad.", y








				b) Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos:





				"La remisión de oficios, informes de peritos y la inspección personal del juez, podrán solicitarse en el escrito a que se refieren los incisos anteriores o en la audiencia de prueba, a elección de la parte interesada.





				Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el tribunal, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades públicas o privadas requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar respuesta dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la fecha en que conste haberse recibido el oficio, bajo apercibimiento de arresto, lo que deberá constar en él mismo.  El plazo para evacuar respuesta podrá ser ampliado por el tribunal cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.





				El mismo plazo, la posibilidad de su ampliación y el apercibimiento indicados en el inciso anterior regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde el momento de la aceptación de su cometido.".








				9.- Modifícase el artículo 444, en la siguiente forma:








				a) Elimínanse, en su inciso tercero, la palabra "documental" y la coma (,) que le sigue, y








				b) Reemplázase su inciso cuarto, por el siguiente:








				"Siempre que no alcanzare a rendirse la prueba el día fijado para la audiencia, el tribunal continuará recibiéndola en los días hábiles más próximos hasta su conclusión.".








				10.- Suprímese, en el inciso primero del  artículo 446, la siguiente  oración: "Ello no obstante, los instrumentos acompañados en el escrito de demanda y en la demanda reconvencional, deberán impugnarse en la respectiva contestación o en el plazo conferido para ésta.".








				11.- Agrégase, en el artículo 480, el siguiente inciso final, nuevo:








				"Con todo, la interposición de un reclamo administrativo ante la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los plazos indicados en los incisos primero, segundo y tercero, interrumpirá también la prescripción, cuando la pretensión manifestada en dicho reclamo sea igual a la que se deduzca en la acción judicial correspondiente, emane de los mismos hechos y esté referida a las mismas personas.  En estos casos, el plazo de prescripción se contará desde la interposición del reclamo administrativo y en ningún caso podrá exceder de un año contado desde el término de los servicios.".








				Artículo 2º.- Modifícase el artículo 9º de la ley Nº 17.322, en  la siguiente forma:





				a) Elimínanse, en su inciso primero, las expresiones "y del trabajo" y " o del Trabajo"; 





				b) Reemplázase, en su inciso segundo, la frase "en los juicios civiles o del trabajo en que", por la siguiente: "cuando en un juicio civil", y





				c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:





				"En todo caso, en los juicios del trabajo en que una institución de previsión actúe como demandante, será juez competente para conocer de estas causas, el del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del actor.".".








-----------











				Acordado en sesiones celebradas los días 22 de marzo, 5 de abril, 2 y 17 de mayo, y 7 de junio, de 1995, con la asistencia de los HH. Senadores señores Rolando Calderón Aránguiz (Presidente), Francisco Prat Alemparte (Enrique Larre Asenjo), José Ruiz De Giorgio, William Thayer Arteaga y Beltrán Urenda Zegers.





				Sala de la Comisión, a 12 de junio de 1995.
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